“Recurso es el medio jurídico de defensa que surge dentro de un procedimiento judicial o administrativo para impugnar un acto del mismo y que tienen como finalidad revocarlo, confirmarlo o modificarlo, mediante un nuevo análisis que genera la prolongación de la instancia en la cual se interpone, conservando o manteniendo de ésta, en su substanciación los mismo elementos teleológicos motivadores del acto atacado”

En materia de amparo el recurso en general no es sino aquel medio jurídico de defensa que se da a favor de las partes dentro del procedimiento constitucional para impugnar un acto del mismo, teniendo como fin su revocación, confirmación o modificación.

La Ley de amparo expresamente en el artículo 82, señala que en los juicios de amparo no se admitirán más recursos que los de revisión, queja y reclamación.

RECURSO DE REVISIÓN
Las distintas hipótesis en que se consigna la procedencia del recurso de revisión, están contenidas en el artículo 83 de la Ley de Amparo.

Conforme a este articulo, la revisión es procedente contra resoluciones dictadas por los Jueces de Distrito y excepcional y limitativamente contra las sentencias pronunciadas en amparos directos o uni-instanciales por los Tribunales Colegiados de Circuito.

La procedencia del recurso de revisión contra resoluciones de los Jueces de Distrito, están señaladas en las cuatro primeras fracciones del artículo 83 de la Ley de Amparo, y son las siguientes:

"Procede el recurso de revisión: 

l.-Contra las resoluciones de los Jueces. de Distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, que desechen o tengan por no interpuesta una demanda de' amparo."

Al conocer del recurso de revisión el Tribunal Colegiado de Circuito correspondiente, debe volver a analizar los fundamentos reales y legales que el Juez de Distrito haya tomado en consideración para desechar la demanda de amparo o para tenerla por no interpuesta, lo cual sucede cuando ésta no reúne los requisitos de forma que establece el artículo 116 de la ley citada o haya una causa notoria de improcedencia, según se establece en el artículo 145.

Los efectos que puede tener el recurso de revisión son los que se mencionan a continuación: en el caso de que se tenga la revisión por infundada, se confirmará el auto del Juez aquo, por tanto el quejoso no puede ya ejercitar válidamente la acción concreta de amparo que dedujo en la demanda tenida por no interpuesta o por desechada. Por el contrario, en el caso de que el Tribunal Colegiado de Circuito que conoce del recurso de revisión, revoque el auto del inferior que desechó o tuvo por no interpuesta la demanda de amparo, el efecto de tal declaración consistirá en que el Juez de Distrito admita la mencionada demanda y prosiga el juicio de amparo, tanto en lo principal, como en lo que atañe al incidente de suspensión, y si se resuelve en el sentido de modificar el auto recurrido, esto es, confirmando en parte y en parte revocando (lo que sucede generalmente cuando en la demanda de amparo se atacan diversos actos reclamados de distinta naturaleza), se procederá en su consecuencia, es decir, desechando o teniendo por no interpuesta la demanda en aquel aspecto en que legalmente no pueda ejercitarse la acción constitucional, y ordenando la tramitación del juicio en lo que se refiere al aspecto contrario, esto sólo es posible cuando éstos sean independientes o autónomos de aquellos respecto de los cuales el juicio de garantías es notoriamente improcedente

En otras palabras, la demanda de amparo debe admitirse o rechazarse en su integridad, a no ser que se reclamen diferentes actos de autoridad desvinculados entre sí, de tal manera que sean autónomos unos respecto de los otros, pues en este supuesto, el juicio correspondiente debe substanciarse por lo que concierne a aquellos frente a los que la acción constitucional no sea notoriamente improcedente y no tramitarse frente a los que la improcedencia sea manifiesta o indudable.

II.- Contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, en las cuales: a) Concedan o nieguen la suspensión definitiva; b) Modifiquen o revoquen el auto en que hayan concedido o negado la suspensión definitiva; y c) Nieguen la revocación o modificación a que se refiere el inciso anterior."

De acuerdo con este precepto, son tres las categorías de autos de un Juez de Distrito o del superior del tribunal responsable contra los que procede el recurso de revisión ante el Tribunal Colegiado de Circuito respectivo, refiriéndose solamente contra resoluciones que se refieren a la suspensión definitiva y no al auto en que se niegue o conceda la suspensión provisional.

En el primer caso, dicho Tribunal se sustituye, al conocer de la revisión ante él interpuesta, a la autoridad jurisdiccional que dictó la resolución impugnada, analizando todos y cada uno de los fundamentos legales que fueron tenidos en cuenta para conceder o negar la suspensión definitiva del acto reclamado. La misma sustitución ocurre cuando la revisión se interpone contra aquel proveído judicial que, por un hecho o motivo superveniente, tal como lo prevé el artículo 140 de la Ley de Amparo, modifica o revoca el auto en que se negó o se concedió la mencionada suspensión, así como cuando la resolución impugnada niega la revocación aludida. 

El Tribunal Colegiado, al resolver los recursos de revisión en estos casos, analiza si el Juez de Distrito o la autoridad judicial que conoce del juicio, procedieron legalmente con el fin de constatar si la resolución impugnada se apegó a la ley, por ser ésta aplicable al caso concreto en virtud de los hechos y circunstancias particulares que en él concurran.

III.- " Contra los autos de sobreseimiento y las interlocutorias que se dicten en los incidentes de reposición de autos."

Comprende a todos los autos de sobreseimiento que se dictan por los Jueces de Distrito antes de la audiencia constitucional, entre ellos figura el concerniente al desistimiento que de la acción de amparo formula el quejoso.

También procede contra las interlocutorias que se dictan en los incidentes de reposición de autos que se entablan, cuando el expediente relativo al juicio de amparo o al incidente de suspensión de que se trate se extravía por cualquier causa. 

IV.- Contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional por los Jueces de Distrito, o por el superior de! tribunal responsable, en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta Ley. Al recurrirse tales sentencias deberán, en su caso, impugnarse los acuerdos pronunciados en la citada audiencia.

La revisión, atañe a las resoluciones definitivas en e! juicio de amparo, es decir, a aquellas que sobresean el procedimiento por la aparición de alguna de las causas de improcedencia a que alude el artículo 73 de la Ley de Amparo, o que analicen la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los actos reclamados, otorgando o negando al quejoso la protección federal, según el caso. 

La Suprema Corte o el Tribunal Colegiado de Circuito correspondiente, según el caso, se sustituyen a dichas autoridades jurisdiccionales en virtud de la substanciación del recurso de revisión, analizando todos y cada uno de los agravios expresados por la parte recurrente, con el fin de constatar si el inferior cometió o no las contravenciones de fondo o procesales alegadas, o en los acuerdos que haya dictado en, la audiencia constitucional.

El recurso de revisión contra resoluciones en materia de amparo directo pronunciadas por los Tribunales Colegiados de Circuito.

Sólo en dos supuestos, y únicamente tratándose del amparo directo, las sentencias de los Tribunales Colegiados de Circuito son impugnables mediante el recurso de revisión, de acuerdo con lo previsto por el artículo 83, fracción V, de la Ley de Amparo, que establece:

"Procede el recurso de revisión: 

V.-Contra las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando decidan sobre la constitucionalidad de leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, o cuando establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución.

La materia del recurso se limitará, exclusivamente, a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras."

La procedencia del recurso de revisión, tiene su fundamento constitucional en la fracción IX de! actual artículo 107, que dice:

“Las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito no admiten recurso alguno, a menos de que decidan sobre la inconstitucionalidad de una ley o establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución cuya resolución, a juicio de la Suprema Corte de Justicia y conforme a acuerdos generales entrañe la fijación de un criterio de importancia y trascendencia. Sólo en esta hipótesis procederá la revisión ante la Suprema Corte de Justicia, limitándose la materia del recurso 'exclusivamente a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales".

Lo anterior se restringe a casos de importancia y trascendencia, cuya estimación queda al criterio de los ministros de la Suprema Corte. En este sentido, por Acuerdo publicado en el Diario Oficial el día 22 de junio de 1999, el Pleno de la Suprema Corte, determinó las condiciones de procedencia del recurso de revisión, siendo éstas las siguientes:

"a) Si en ella (la sentencia impugnada) se decide sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una ley, tratado internacional o reglamento -federal o local-, o se establece la interpretación directa de un precepto constitucional, o bien, si en dichas sentencias se omite el estudio de las cuestiones acabadas de mencionar, cuando se hubieren planteado en la demanda de amparo.

b) Si el problema de constitucionalidad referido en el subinciso anterior, entraña la fijación de un criterio jurídico de importancia y trascendencia a juicio de la Sala respectiva.

Se entenderá que un asunto es importante cuando de los conceptos de violación (o de! planteamiento jurídico, si opera la suplencia de la queja deficiente), se vea que los argumentos (o derivaciones) son excepcionales o extraordinarios, esto es, de especial interés; y será trascendente cuando se aprecie la probabilidad de que la resolución que se pronuncie establezca un criterio que tenga efectos sobresalientes en la materia de constitucionalidad.

Por regla general se entenderá que no se surten los requisitos de importancia y trascendencia cuando:

a) Exista jurisprudencia sobre el tema de constitucionalidad planteado;

b) Cuando no se hayan expresado agravios o cuando, habiéndose expresado, sean ineficaces, inoperantes, inatendibles o insuficientes, siempre que no se advierta queja deficiente que suplir; y

c) En los demás casos análogos a juicio de la Sala correspondiente."

Es así que la revisión contra resoluciones dictadas por los Tribunales Colegiados de Circuito, se fija mediante la concurrencia necesaria de las siguientes condiciones:

1.- Que se trate de sentencias dictadas en amparo directo;

2.- Que en ellas se decida una cuestión sobre la inconstitucionalidad de una ley o se interprete directamente algún precepto de la Constitución; y

3.- Que la decisión e interpretación citadas no se funden en la jurisprudencia establecida por la Suprema Corte.

En el primer supuesto, la decisión implica la solución de una cuestión jurídica, por lo que sólo puede formularse si en el amparo directo de que conozcan dichos Tribunales, se hubiere suscitado por cualquiera de las partes un problema de inconstitucionalidad de alguna ley secundaria, tanto sustantiva como adjetiva.

Ahora bien, el examen de una ley desde el punto de vista de su constitucionalidad o inconstitucionalidad, sólo puede realizarse por el juzgador de amparo en el caso de que se hubiere impugnado expresamente, o sea, en que se hubiese señalado como acto reclamado. Por ende, los Tribunales Colegiados de Circuito no pueden oficiosamente analizar y decidir dicha cuestión, si la ley de que se trate no se hubiese atacado ante ellos, ni se hubiese señalado como autoridad responsable a la autoridad legislativa correspondiente, según se infiere de la tesis jurisprudencial núm. 181, visible en e! Apéndice al Tomo CXVIII de! Semanario Judicial de la Federación correspondiente a la tesis 56 de la Compilación 1917-1965, Materia General.

Sin embargo, la Suprema Corte ha establecido el criterio de que los Tribunales Colegiados de Circuito tienen competencia para examinar en el amparo directo la constitucionalidad o inconstitucionalidad de las leyes, cuando las sentencias definitivas o los laudos que ante ellos se reclamen, se funden en leyes opuestas a la Carta Suprema. Por consiguiente, si dichos Tribunales y en el expresado juicio de garantías deciden la mencionada cuestión sin fundarse en jurisprudencia establecida por la Corte, contra el fallo respectivo procede el recurso de revisión en el caso a que nos referimos.

En el segundo supuesto, sólo es procedente cuando en tales sentencias los citados Tribunales fijen por sí mismos el sentido de una disposición constitucional, determinado su alcance jurídico, pero no en la hipótesis de que apliquen indebidamente, dejen de aplicar o violen alguna norma de la Ley Suprema ni, a mayor abundamiento, cuando incuran en tales vicios aplicativos de leyes procesales de cualquier categoría o contravengan, en general, disposiciones legales secundarias.

En el tercer punto, para que proceda el recurso de revisión contra los fallos dictados en amparo directo por los Tribunales Colegiados de Circuito en que éstos decidan alguna cuestión sobre inconstitucionalidad de una ley o interpreten directamente algún precepto de la Constitución, es menester que la decisión o la interpretación aludidas no se funden en la jurisprudencia establecida por la Suprema Corte.

Ya que a través del conocimiento de dicho medio procesal la Suprema Corte determine si una ley secundaria es o no contraria a la Constitución o. establezca el sentido jurídico de una disposición constitucional, manteniéndose así su condición de órgano interpretativo máximo de la Ley Fundamental.

Por tanto, si un ordenamiento secundario ya hubiese sido reputado inconstitucional por la jurisprudencia de la Suprema Corte o si ésta, también jurisprudencialmente, hubiese fijado el sentido de un precepto constitucional, y si en uno u otro caso dicha jurisprudencia hubiese sido acogida por un Tribunal Colegiado de Circuito en una sentencia de amparo directo, lógicamente no procede contra ésta la revisión, toda vez que en este caso, el objetivo de dicho recurso estaría plenamente satisfecho.

Al resolver la revisión, la Suprema Corte debe decidir exclusivamente las cuestiones que se hubieren abordado en la sentencia recurrida y que se contraigan a la calificación de una ley secundaria como inconstitucional o a la interpretación directa de un precepto de la Ley Suprema.

En ese sentido, si el recurrente en revisión aborda al interponer este recurso, además de las cuestiones relativas a la inconstitucionalidad de una ley o a la interpretación directa de algún precepto de la Constitución que hubiere abordado el Tribunal Colegiado de Circuito a quo, puntos jurídicos distintos, el fallo de la Suprema Corte sólo deberá ocuparse de tales cuestiones, sin analizar los agravios que no propendan a atacar la sentencia recurrida en torno a ellas. En esta regla se advierte la tendencia a mantener a la Suprema Corte como órgano de jurisdicción respecto a cuestiones estrictamente constitucionales, dentro del sistema normativo del juicio de amparo, o sea, como órgano de control constitucional riguroso, dejando a la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito la facultad de resolver puntos de legalidad eminente, que sólo de manera mediata o indirecta puedan afectar a la Constitución.

De este recurso pueden conocer, en sus respectivos casos, la Suprema Corte de Justicia o los Tribunales Colegiados de Circuito, de acuerdo con los artículos 84 y 85 de la Ley de Amparo, reglamentarios de las fracciones VIII y IX del articulo 107 constitucional.

Los artículos 86, 87 Y 88 de la Ley de Amparo contienen reglas que conciernen al acto de interposición del recurso de revisión, imponiendo obligaciones al recurrente y previendo casos de representación legal de las autoridades responsables cuando sean éstas quienes entablen dicho medio procesal.

El artículo 86 establece: "El recurso de revisión se interpondrá por conducto del juez de Distrito, de la autoridad que conozca del juicio, o del Tribunal Colegiado de Circuito en los casos de amparo directo. El término para la interposición del recurso será de diez días, contados desde el siguiente al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida.

La interposición del recurso, en forma directa, ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación o ante el Tribunal Colegiado de Circuito, según corresponda, no interrumpirá el transcurso del término a que se refiere el párrafo anterior."

En el artículo 88, se consignan algunas obligaciones a cargo de la parte recurrente, así como las sanciones procesales en que ésta incurra con motivo de su incumplimiento. 

b) Como de acuerdo con su régimen normativo, el escrito en que se interponga la revisión debe presentarse ante la propia autoridad jurisdiccional que hubiere dictado la resolución recurrida, el artículo 89 de la Ley de Amparo impone a dicha autoridad (Juez de Distrito, superior del tribunal que haya cometido la violación reclamada en los casos a que se refiere el artículo 37 del propio ordenamiento, o Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda) algunas importantes obligaciones a efecto de preparar debidamente la substanciación del citado recurso ante el Tribunal Colegiado de Circuito o ante la Suprema Corte de Justicia, según' el caso, y de allegar elementos al órgano de alzada para admitido o rechazado. Por eso nos remitimos a lo que dispone el artículo 89 de la Ley de Amparo.

c) En cuanto al procedimiento, el artículo 90 de dicho ordenamiento consigna en la forma de tramitación del recurso de revisión en los casos en que éste sea fallado por la Suprema Corte o por el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda.

Por lo que respeta al procedimiento que adopta la sustanciación de dicho recurso ante la Suprema Corte una vez que el presidente de la misma o los presidentes de sus Salas, según el caso, lo hayan admitido y hecha la notificación relativa al Ministerio Público, se observará lo dispuesto por los artículos 182, 183 y 185 a 191, párrafo segundo artículo 90. 

Si el conocimiento de la revisión es de la incumbencia de algún Tribunal Colegiado de Circuito, admitido dicho recurso "y hecha la notificación al Ministerio Público, el propio Tribunal resolverá lo que fuere procedente dentro del término de quince días"(Párrafo Tercero del arto 90).

d) En el último párrafo del citado artículo 90 se consigna una sanción que se debe imponer al recurrente para el caso de que éste hubiere impugnado en revisión una sentencia pronunciada por algún Tribunal Colegiado de Circuito ante la Suprema Corte, sin que tal resolución contenga ninguna decisión sobre la constitucionalidad de una ley o sin que establezca la interpretación directa de un precepto de la Constitución, extensiva al apoderado o abogado de la parte que hubiere interpuesto dicho recurso. 

EL RECURSO DE QUEJA 

Mediante el recurso de queja se combaten las resoluciones eb contra de las cuales no admite el recurso de revisión y que generalmente son resoluciones de trámite.

A. El recurso de queja contra ctos de los jueces de distrito y de las autoridades que confoprme al artículo 37 conocen del juicio constitucional

El artículo 95 fracción I de la Ley de Amparo establece que:

"El recurso de queja es procedente: 

I: Contra los autos dictados por los Jueces de Distrito o por el superior del tribunal a quien se impute la violación reclamada, en que admitan demandas notoriamente improcedentes."

Como se puede observar, este caso de procedencia es el contrario a la hipótesis que se contiene en la fracción 1 del artículo 83 a propósito del recurso de revisión. Si bien es verdad que el contenido de los actos procesales contra los cuales procede el recurso de queja y el de revisión respectivamente, no sólo es distinto, sino contrario, también es cierto que el Tribunal Colegiado de Circuito correspondiente, al conocer de ambos recursos realiza idéntica función de examen y análisis al estudiar, en último extremo, la procedencia o improcedencia de la demanda de amparo. 

b) Otro caso de procedencia del recurso de queja contra actos de los Jueces de Distrito o de las autoridades que conozcan del juicio de amparo conforme al artículo 37, está implicado en la fracción V del mencionado artículo 95, la cual establece:

“V: Contra las resoluciones que dicten los Jueces de Distrito o el tribunal que conozca o haya conocido del juicio conforme al artículo 37, respecto de las quejas interpuestas ante ellos conforme al artículo 98."

Las resoluciones a que alude esta disposición son aquellas que recaen en los propios recursos de queja interpuestos contra las autoridades responsables en los distintos casos de procedencia respectiva a que se refiere el articulo 95 de la Ley de Amparo, por lo que la fracción de que tratamos consigna la ejercitabilidad de la queja contra el fallo de otra queja. 

Si bien estamos de acuerdo en que las resoluciones que dicten los Jueces de Distrito o las autoridades a que alude el artículo 37 de la Ley de Amparo deben ser impugnables, el medio jurídico correspondiente, al menos en su denominación, no debe ser la queja. sino la revisión, para evitar, en primer lugar, la redundancia fonética en que se incurre al expresar que procede una queja contra la resolución de otra, aunque sean totalmente distintas, y en segundo, el desatino jurídico que se desprende del hecho de que un recurso sea revocatorio, confirmatorio o modificativo de un fallo recaído a otro terminológicamente semejante. En vez de haber consagrado la Ley de Amparo en su artículo 95, fracción V, una hipótesis de procedencia del recurso de queja, debió haberse referido al de revisión, aunque cuando en el fondo ambos tengan los mismos efectos.

c) El contenido de la fracción VI del artículo 95 de la Ley de Amparo, en cuanto a la procedencia del recurso de queja, podemos referirlo a dos situaciones, a saber: a aquella que se contrae al procedimiento pre-resolutivo, y a la que atañe al que tiene lugar después de fallado definitivamente el juicio de amparo.

1. En el primer caso, el recurso de queja es procedente contra todas aquellas resoluciones que dicten los Jueces de Distrito, o el superior del tribunal a quien se impute la violación en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta Ley, durante la tramitación del juicio de amparo o del incidente de suspensión, que no admitan expresamente el recurso de revisión conforme al artículo 83 y que, por su naturaleza trascendental y grave, puedan causar daño y perjuicio a alguna de las partes, no reparable en la sentencia definitiva.

Como se ve, la procedencia de la queja, de acuerdo con la disposición transcrita, debe llenar dos requisitos: a) que no se dé contra la resolución en que se pretende impugnar el recurso de revisión, y b) que los daños y perjuicios que aquélla pudiere ocasionar no sean susceptibles de reparación en la sentencia definitiva. El segundo supuesto, comprende todos aquellos casos en que el Juez de Distrito, al pronunciar la sentencia constitucional, tiene que respetar situaciones creadas durante el procedimiento de amparo en sus dos aspectos: de fondo y de suspensión.

Es decir, una resolución dictada en el juicio de amparo, tanto durante el procedimiento de fondo como durante el incidental, es de naturaleza trascendental y grave y causante de "daño o perjuicio no reparable en la sentencia definitiva, cuando las violaciones que cometa no sean susceptibles de enmendarse en el fallo constitucional, o sea, cuando produzca lesión a un derecho de las partes que no pueda corregirse en éste. Dicho tipo de resoluciones corresponde, en el amparo, al de los actos de imposible reparación.

Por tanto, una resolución impugnable en queja conforme al artículo 95, fracción VI, que comentamos, es aquella cuyo sentido decisorio, además, de no poder abordarse en la sentencia constitucional, entraña uno de los supuestos inmodificables sobre el que ésta deba pronunciarse o es ajena a las cuestiones que el propio fallo debe dirimir.

d) Otro caso de procedencia del recurso de queja contra actos de los Jueces de Distrito o del superior jerárquico del tribunal a quien se impute la violación en los términos del artículo 37 de la Ley de Amparo, es el comprendido en la fracción VII del artículo 95 de este ordenamiento. Los actos atacados por medio de la queja en esta hipótesis de procedencia estriban en las resoluciones definitivas, que se dicten en el incidente de reclamación de daños y perjuicios a que se refiere el artículo 129 de esta Ley, siempre que el importe de aquellos exceda de treinta días de salario.

e) También procede la queja contra las resoluciones que se dicten en el incidente de cumplimiento substituto de las sentencias de amparo a que se refiere el artículo 105 de este ordenamiento, así como contra la determinación sobre la caducidad en el procedimiento tendiente al cumplimiento de las sentencias de amparo a que se refiere el segundo párrafo de! artículo 113. (frac. X).

j) Los autos que dicten dichos Jueces federales en los que concedan o nieguen la suspensión provisional también son impugnables mediante el recurso de queja (frac. XI).

La competencia para conocer del recurso de queja contra las resoluciones de los Jueces de Distrito se surte en favor del Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda o de la Suprema Corte, según el caso.

1. Es competente dicho Tribunal cuando la resolución que se impugne en queja esté comprendida en las fracciones I, VI y XI del artículo 95 (artículo 99, párrafo I), así como en el caso de que dicha resolución se hubiese pronunciado por el Juez de Distrito en alguna queja que contra actos de las autoridades responsables se hubiese interpuesto ante él (frac. V del arto 95), y siempre que la competencia para conocer de la revisión contra el fallo constitucional que dicho funcionario pronuncie en el amparo de que se trate, no incumba a la Suprema Corte, sino al Tribunal Colegiado de Circuito correspondiente, conforme a las reglas contenidas en el artículo 85 de la Ley de Amparo (artículo 99, párrafo II)
. 

2. Es competente la Suprema Corte para conocer del recurso de queja contra resoluciones de los Jueces de Distrito, cuando éstas decidan una queja que ante ellos se hubiese promovido contra actos de las autoridades responsables, siempre que la revisión contra el fallo constitucional que tales funcionarios pronuncien en el amparo respectivo, incumba al mencionado Alto Tribunal, en los casos previstos por el artículo 84 (artículo. 99, párrafo II)
.

El procedimiento para la tramitación y resolución de la queja contra resoluciones de los Jueces de Distrito, es el siguiente: una vez presentado ante la Suprema Corte o Tribunal Colegiado de Circuito el escrito en el cual se interpone la queja, con las copias necesarias, dichos órganos requieren a la autoridad contra la cual se entabla (en este caso al Juez de Distrito o al superior jerárquico del órgano judicial que cometió la violación en los términos del artículo 37 de la Ley de Amparo), para que rinda un informe justificado relativo a la materia de dicho recurso dentro del término de tres días, transcurrido el cual, se mandará dar vista al Ministerio Público Federal por igual plazo, para que la Suprema Corte o el Tribunal Colegiado de Circuito competente, dentro de los diez días siguientes, dicte la resolución que proceda, esto es, declarando fundada o infundada la queja en sus respectivos casos (artículos 99, párrafos tercero y cuarto y 98, segundo párrafo, de la Ley de Amparo).

El término para la interposición del recurso de queja contra actos de los Jueces de Distrito y autoridades que conozcan del juicio de amparo conforme al artículo 37, el artículo 97 de la Ley Orgánica de los artículos 103 y 107 constitucionales, en su fracción II, establece el de cinco días, contados a partir de aquel en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida.

El artículo 101 de la Ley de Amparo contiene una regla específica relativa al recurso de queja que se interpone contra las resoluciones de que habla la fracción VI del artículo 95, en el sentido de que su deducción suspende el procedimiento en el juicio de amparo correspondiente, excepción hecha del incidente de suspensión, que continuará su curso hasta su resolución y debida ejecución. Para que proceda la paralización del procedimiento en el juicio de amparo dentro del cual se interpone la queja, se requiere que la resolución o el fallo de ésta deba influir en la sentencia constitucional que en aquél recaiga, o cuando de resolverse el juicio en lo principal se hagan nugatorios los derechos que pudiera hacer valer el recurrente en el acto de la audiencia, si obtuviera resolución favorable en la queja (artículo 101, en relación con el 53 de la Ley de Amparo).

Basta que el recurrente compruebe fehacientemente ante el Juez de Distrito la promoción del citado recurso, para que este funcionario provea sobre dicha suspensión, sin que sea necesaria la admisión del mismo.

B. El recurso de queja contra resoluciones dictadas por los Tribunales Colegiados de Circuito

Conforme a las fracciones IV y IX del artículo 95 de la Ley de Amparo, el recurso de queja procede contra actos de las autoridades responsables en amparo directo, cuando incurran en exceso o defecto de cumplimiento o ejecución de la sentencia constitucional respectiva.

En el caso de que este fallo hubiese sido pronunciado por un Tribunal Colegiado de Circuito, otorgado el amparo al quejoso contra una sentencia definitiva o un laudo arbitral definitivo, la autoridad responsable puede cumplir defectuosa o excesivamente el citado fallo.

Contra los actos de dicha autoridad en que se traduzca el exceso o el defecto de ejecución, procede el recurso de queja con base en lo dispuesto por las fracciones N y IX del artículo 95 de la Ley de Amparo, siendo competente para decidido el Tribunal Colegiado de Circuito que hubiese fallado el amparo directo correspondiente, según lo preceptúan los artículos 98 y 99 del mencionado ordenamiento.

Ahora bien, contra la resolución que el aludido Tribunal pronuncie en el recurso de queja que por exceso o defecto de ejecución se haya interpuesto ante él, procede, a su vez, la queja ante la Suprema Corte, conforme a la fracción V del invocado artículo 95, en relación con el artículo 99, párrafo segundo, de la Ley de Amparo.

Consecuentemente, al decidir dicha queja, la Suprema Corte, en el fondo, debe fijar el alcance de la sentencia constitucional que en el amparo directo de que se trate haya pronunciado el Tribunal Colegiado de Circuito, a efecto de determinar si éste procedió correctamente al resolver, por su parte, el recurso de queja que por exceso o defecto en el cumplimiento de dicha sentencia, se hubiese entablado ante él contra actos de la autoridad responsable.

C. El recurso de queja contra actos de las autoridades responsables

Este medio de impugnación sólo procede contra las autoridades responsables cuando incurren en exceso o defecto de ejecución de las interlocutorias que concedan la suspensión definitiva en los juicios de amparo bi-instanciales (artículo 95, frac. II) o de la ejecutoria que haya otorgado al quejoso la protección de la Justicia Federal tanto en dichos juicios como en los uni-instanciales (artículo 95, fracs. IV y IX). Además, la queja puede entablarse contra tales autoridades por falta de cumplimiento del auto en que se haya concedido al agraviado su libertad bajo caución por el Juez de Distrito en la interlocutoria que haya otorgado la suspensión definitiva contra actos de autoridad judicial ya consumados que hayan afectado la libertad personal del quejoso, como son la orden de aprehensión y el auto de prisión preventiva, según lo disponen los artículos 95, fracción III y 136, párrafo V de la Ley de Amparo. Fuera de esta hipótesis específica, el recurso de queja nunca procede por incumplimiento o inobservancia totales de la interlocutoria suspensional o de la sentencia constitucional, ya que dicho incumplimiento o inobservancia no traducen exceso o defecto de ejecución de tales resoluciones, sino una rebeldía activa o pasiva frente a ellas, la cual es remediable o sancionable mediante el procedimiento a que aluden los artículos 104, 105, 143 y siguientes del propio ordenamiento.

Si el exceso o defecto de ejecución693 son los supuestos indispensables sobre los que descansa el recurso de queja, cuando éste tiene como objeto esencial obtener el debido cumplimiento por parte de la autoridad responsable de una interlocutoria de suspensión o de una ejecutoria de amparo, en ambos tipos de resoluciones dicho presupuesto opera diversa mente, originando distintos alcances de la decisión que se emita en el citado recurso.

a) El recurso de queja por defecto o exceso en el cumplimiento de las ejecutorias que concedan el amparo (artículo 95, fracs. IV y IX)

Al cumplimentar una sentencia constitucional dictada en un juicio de garantías, puede acontecer que la autoridad responsable no se ajuste al alcance de la decisión respectiva, el cual se precisa en los considerandos correspondientes. Esta inobservancia puede traducirse en la realización excesiva de los actos que dicha autoridad debe desempeñar para dar cumplimiento al fallo de amparo, o bien en la omisión de alguno o algunos de los hechos que determinan el alcance de éste. En el primer caso, existe la hipótesis de exceso de ejecución y en el segundo de defecto de ejecución, haciendo ambas procedente el recurso de queja. Por tanto, para constatar si en la ejecución de una sentencia pronunciada en un juicio de amparo hay exceso, debe atenderse a la circunstancia de que la autoridad responsable, realizando necesariamente los actos que determinen el alcance o extensión de dicha resolución, se sobrepasa o se extralimita en dicha actividad- Por otra parte, habrá defecto en la ejecución de un fallo constitucional, cuando la autoridad responsable no realiza alguno o algunos de los actos que implique el alcance o extensión de éste y el cual se determina por el sentido de las consideraciones jurídicas y fácticas que en apoyo de los puntos resolutivos se hayan formulado. Si el efecto directo de una sentencia que conceda la protección federal al quejoso, consiste en que se restituya a éste "en el pleno goce de la garantía individual violada restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación cuando el acto reclamado sea de carácter positivo", o en que dicha autoridad obre "en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir lo que la misma garantía exija", según lo dispone terminantemente el artículo 80 de la Ley de Amparo, habrá defecto en la observancia de tal sentencia si la autoridad responsable no realiza todos y cada uno de los actos ejecutivos o decisorios que deben tender a dicha restitución, al citado restablecimiento o al mencionado cumplimiento y siempre sobre la hipótesis de que alguno o algunos de los propios actos se hayan desempeñado, ya que, sin este supuesto, no se trataría de ejecución defectuosa sino de total desacato a dicho fallo y el cual no es impugnable en queja, como ya se dijo
.

Por el contrario, la autoridad responsable incurre en exceso de ejecución cuando se extralimita, mediante los actos correspondientes, de la restitución a que alude el precepto legal invocado, otorgando con demasía al quejoso lo que a éste incumbe para reintegrarlo en el pleno goce de la garantía individual violada; o cuando, a propósito del cumplimiento de una sentencia constitucional, altera la situación en que se encontraban las cosas inmediatamente antes de la violación, introduciendo elementos, que no se hallaban en ella.

Además, puede decirse que no hay exceso de ejecución de un fallo constitucional, cuando la autoridad responsable realiza actos o aborda cuestiones que no fueron objeto de la controversia constitucional ni consecuencia de los hechos debatidos en la misma, criterio que ha sido sustentado por la jurisprudencia de la Suprema Corte
.

La determinación del defecto o exceso de ejecución, por otra parte, es una cuestión que está íntimamente vinculada con la delimitación del alcance decisorio de una sentencia de amparo que otorgue la protección federal al quejoso, pues si el juzgador que la pronuncia altera la litis en el juicio de -garantías, abordando puntos o temas no comprendidos en ésta, y si la autoridad responsable no acata o no observa el sentido en que dichos puntos o temas están tratados en el mencionado fallo, o se desentiende de tal sentido y los resuelve de manera diferente, no puede hablarse de cumplimiento excesivo ni defectuoso ni, inclusive, de desobediencia de la ejecutoria de que se trate, En efecto, según lo determina la naturaleza propia de una sentencia que conceda el amparo al quejoso, ésta debe decidir el debate constitucional, ordenando la restitución en favor del agraviado del goce de la garantía individual violada, previa estimación positiva del concepto o conceptos de violación formulados en la demanda respectiva. En consecuencia, todas las consideraciones que haga el juez de amparo, al estimar los conceptos de violación como antecedente lógico necesario para otorgar al quejoso la protección federal, deben ser acatadas por la autoridad responsable al dictar ésta la resolución que corresponda en cumplimiento de la sentencia constitucional. 

La obligatoriedad de un fallo constitucional está circunscrita a su objetivo esencial: resolver si en el caso concreto de que se trate hubo o no contravención a tales garantías mediante el análisis de los conceptos de violación respectivos que haya formulado el agraviado. 

Refiriéndonos ya a las resoluciones que se dictan en el recurso de queja por exceso o defecto en el cumplimiento de las ejecutorias de amparo, debemos decir que tienen diferente efectividad, según haya sido el motivo determinante de su procedencia. Así, si se trata de una ejecución excesiva, la decisión judicial que declara fundado el recurso surte efectos invalidatorios de los actos de la autoridad responsable que hayan significado extralimitación de la puntual observancia del fallo constitucional de que se trate, obligando a acatar éste en sus precisos términos, mismos que se especifican en tal decisión. Por el contrario, cuando la queja que se estime fundada se haya promovido por defecto de cumplimiento de la ejecutoria de amparo, la autoridad responsable está obligada a realizar los actos omitidos, para dar cabal ejecución a dicha sentencia. Ahora bien, en ambos casos, si la resolución que se pronuncie en el mencionado recurso no se observa por la autoridad responsable una vez que cause estado (lo que sucede, cuando contra ella no se interponga la queja conforme a lo dispuesto en la fracción V del artículo 95 de la Ley de Amparo), el quejoso o la parte recurrente (que puede ser el tercero perjudicado o cualquier tercero extraño en los términos del artículo 96 de dicho ordenamiento y en los casos de cumplimiento excesivo o defectuoso), puede entablar el llamado "incidente de desobediencia", con el objeto de obligarla a cumplir el fallo constitucional ejecutorio de que se trate, precisamente en las condiciones y con el alcance determinados en la citada resolución, la que en el fondo no encierra sino la interpretación jurisdiccional de la propia sentencia de amparo.

b)El recurso de queja por defecto o exceso en el cumplimiento de la interlocutoria que Conceda la suspensión d1initiva de los actos reclamados (artículo 95, frac. II)

Hemos aseverado que el defecto y el exceso de ejecución suponen necesariamente una observancia parcial o exagerada de la resolución judicial de que se trate por parte de las autoridades responsables, o sea, entrañan un cumplimiento menor o mayor que el puntual. Este cumplimiento implica, obviamente, una obligación positiva, de hacer, que la consabida resolución impone a dichas autoridades, por lo que la ejecución defectuosa o excesiva nunca se registra cuando no haya nada que cumplir positivamente, es decir, cuando en acatamiento de una decisión emitida en el juicio de amparo, las propias autoridades deban simplemente asumir una actitud pasiva, de abstención, un no hacer frente al quejoso. Ahora bien, por virtud de la suspensión definitiva que se otorgue contra el acto o los actos reclamados, la autoridad a quien éstos se atribuyan, debe abstenerse de realizarlos, de tal suerte que la obligación correlativa es meramente negativa. Por ende, si la autoridad responsable, frente a una interlocutoria que conceda dicha medida cautelar, no tiene nada positivo qué cumplir en favor del quejoso, es decir, si en beneficio de éste no debe realizar ninguna conducta activa, sino prescindir de desempeñar el acto o los actos que se hubieran paralizado, es evidente que, por lo general, no puede existir defecto o exceso en la ejecución de dicha interlocutoria, la cual, en la mayoría de las veces, es objeto de desacato o de inobservancia en el caso de que se incumpla dicha obligación de no hacer. Sin embargo, existen hipótesis legalmente previstas en que una interlocutoria que conceda la suspensión definitiva es susceptible de cumplimentarse excesiva o defectuosamente por las autoridades responsables y, por ende, en que, para hacerla respetar con puntualidad, procede el recurso de queja correspondiente, en atención a que dicha resolución judicial impone verdaderas obligaciones de carácter positivo.

Así, puede suceder que el Juez de Distrito revoque o modifique, por hechos o causas supervenientes, la interlocutoria en que haya negado al quejoso la suspensión definitiva de los actos reclamados, en los términos del articulo 140 de la Le}' de Amparo. Ahora bien, dicha revocación o modificación, al alterar total o parcialmente la resolución suspensional revocada o modificada, tiene efectos restitutorios, en el sentido de hacer que las cosas vuelvan al estado en que se hubieren encontrado al dictarse dicha resolución, o al notificarse a las autoridades responsables el auto que haya concedido la suspensión provisional, por lo que éstas tienen la obligación de destruir o invalidar todos los actos, hechos o situaciones que se hayan producido como consecuencia de haber quedado expedita la actividad reclamada, al negarse la suspensión definitiva. La eficacia invalidatoria de la revocación o modificación de la interlocutoria suspensional, que no haya otorgado al quejoso la citada medida cautelar contra los actos reclamados, no está prevista expresamente en la Ley de Amparo, pero mediante la interpretación rigurosamente analógica de su artículo 139, se puede constatar con evidencia.

Conforme a este precepto, "si la Suprema Corte (actualmente el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda) revocase la resolución (que haya negado la suspensión definitiva) y concediere la suspensión, los efectos de ésta se retrotraerán a la fecha en que fue notificada la suspensión provisional, o lo resuelto respecto a la definitiva, siempre que la naturaleza del acto lo permitido”.

Si la revocación de la interlocutoria que no haya concedido la suspensión definitiva tiene el efecto de sustituir el no otorgamiento de esta medida cautelar por su concesión, con el alcance retroactivo mencionado, este mismo fenómeno debe registrarse cuando quien revoca o modifica no es el Tribunal Colegiado de Circuito correspondiente y a virtud del recurso de revisión respectivo, sino el propio Juez de Distrito, fundándose en hechos o causas supervenientes conforme al artículo 140 de la Ley de Amparo, si se toma en cuenta el principio jurídico que enseña que "donde existe la misma razón debe existir la misma disposición". Pues bien, si tanto en el caso contemplado por este precepto, como en el aludido en el artículo 139, la autoridad responsable debe restituir las cosas al estado que éstas hayan tenido al notificársele el auto de suspensión provisional o la interlocutoria de suspensión definitiva revocada o modificada, según el caso, es de suponerse fundadamente que esta obligación de hacer puede cumplirse defectuosa o excesivamente, en cuanto que no realice todos y cada uno de los actos inherentes al logro de tal restitución, o se extralimite en su desempeño, siendo procedente la queja para remediar dicha cumplimentación imperfecta o exagerada, en la inteligencia de que su falta total es impugnable por medio del incidente de desobediencia.

La obligación positiva que tienen las autoridades responsables de proceder a la restitución mencionada, debe considerarse extensiva a las que, sin haber figurado con. tal carácter en el amparo correspondiente, sean inferiores jerárquicas de las primeras. Por tanto, si alguna autoridad no responsable incurre en exceso o defecto de cumplimiento de la resolución suspensional, en los casos a que se contraen los artículos 139 Y 140 de la Ley de Amparo, la queja es procedente contra la autoridad responsable que sea superior jerárquica de la incursa, para que, una vez declarado fundado tal recurso, aquélla obligue a ésta a corregir los actos defectuosos o excesivos que se hayan realizado.

Partiendo de la idea de que el exceso o el defecto en la ejecución de una resolución judicial sólo pueden registrarse cuando ésta impone a las autoridades responsables obligaciones de hacer, o sea, actos que realizar en beneficio del quejoso, y no en el caso de que tales autoridades sean constreñidas a observar una conducta pasiva o de abstención, podemos sostener, sin temor a equivocamos, que fuera de las hipótesis a que se refieren los dos preceptos invocados, las interlocutorias que concede la suspensión definitiva no son susceptibles de cumplimentarse excesiva o defectuosamente, por la sencilla razón de que se contraen a paralizar el acto o los actos reclamados y sus efectos y consecuencias. En esta virtud, si la resolución incidental que otorga dicha medida cautelar al agraviado impone a las autoridades responsables, contra cuyos actos se hubiere decretado, una simple obligación de no hacer, malamente se puede cumplimentar por exceso o por defecto, pues donde no existe observancia positiva, no puede haber imperfección (defecto) o extralimitación (exceso) en ella. Consiguientemente, cualquier actitud que asuma la autoridad responsable y que signifique contravención a dicha obligación pasiva, en el sentido de no mantener detenidos o estabilizados los actos que se hayan suspendido, importará, no un vicio defectuoso o excesivo de ejecución, sino un franco incumplimiento a la interlocutoria suspensional, aunque sólo alguno o algunos de tales actos se realicen, incumplimiento que, por ende, no hace procedente el recurso de queja a que alude el artículo 95, fracción ll, de la Ley de Amparo, sino el llamado incidente de desobediencia.

Por otra parte, si el Juez de Distrito, en ejercicio de la facultad que le confiere el artículo 124, de dicho ordenamiento, concede la suspensión definitiva de los actos reclamados, con las modalidades adecuadas para fijar la situación en que habrán de quedar las cosas al otorgar dicha medida cautelar, y si tales modalidades dejan de acatarse y, como consecuencia de ello, las autoridades responsables prosiguen su actividad frente al quejoso, bajo el supuesto de que las propias modalidades constituyan condiciones de la eficacia suspensiva, no existirá de ninguna manera incumplimiento a la interlocutoria correspondiente.

c) El recurso de queja por falta de cumplimiento del auto en que se haya concedido al quejoso su libertad bajo caución (artículo 95, frac. 111)

Cuando el amparo se promueva contra actos de autoridades judiciales que afecten la libertad personal del quejoso (órdenes de aprehensión o reaprehensión o autos de formal prisión), la suspensión tiene el efecto de poner a éste en libertad caucional conforme a las leyes federales o locales aplicables al caso (artículo 136, párrafo V, de la Ley de Amparo), o sea, cuando el delito de que se trate no se castigue con una penalidad media superior a cinco años de prisión, según lo dispone el artículo 20 constitucional, fracción I. La libertad caucional que ordena el Juez de Distrito al conceder la suspensión (provisional o definitiva) contra los referidos actos, sólo procede cuando éstos se encuentren consumados, y no cuando, en virtud de dicha medida cautelar, no se hayan realizado.

Si las autoridades judiciales responsables o las que deban obedecer los mandamientos de éstas, no cumplen con el proveído del Juez Federal en que se hubiese concedido al quejoso su libertad bajo caución en los términos expuestos, es decir, si no proceden a la excarcelación respectiva, contra tal incumplimiento es ejercitable la queja conforme al artículo 95, fracción III, de la Ley de Amparo. Si a pesar de que did10 recurso se haya declarado fundado, las autoridades mencionadas insisten en no poner en libertad al quejoso, el Juez de Distrito puede excarcelarlo por sí mismo de acuerdo con el artículo 111 del invocado ordenamiento, independientemente de exigirse a aquéllas las responsabilidades penales en que incurran.

La queja, no procede cuando se trate de incumplimiento a resoluciones del Juez de Distrito que hayan concedido la suspensión contra actos de autoridades no judiciales que afecten la libertad personal del agraviado, ni cuando los actos restrictores de dicha libertad provenientes de autoridades judiciales no se hayan consumado y se realicen con posterioridad al otorgamiento de la suspensión respectiva, violando ésta, pues en tal caso debe promoverse el incidente de incumplimiento correspondiente, conforme a los artículos 143, 105 y 111 y demás relativos de la Ley de Amparo.

d) El recurso de queja en los casos de la fracción VIII del artículo 95

La citada fracción consigna varias hipótesis de procedencia de la queja y son las siguientes:

1. Cuando dichas autoridades no provean sobre la suspensión del acto reclamado dentro del término legal;

2. Cuando rehúsen la admisión de fianzas o contrafianzas;

3. Cuando admitan las que no reúnan los requisitos legales o que puedan resultar ilusorias o insuficientes;

4. Cuando nieguen al quejoso su libertad caucional en los casos a que se refiere el artículo 172 de la Ley de Amparo, es decir, cuando la autoridad responsable que haya suspendido la ejecución de una sentencia en materia penal no otorgare al agraviado su libertad caucional, procediendo ésta conforme a la jurisprudencia de la Corte.

5. Cuando las resoluciones que dicten las autoridades responsables causen daños o perjuicios notorios a alguno de los interesados. 

Competencia

Para decidir el recurso de queja contra actos de las autoridades responsables, son competentes, en sus respectivos casos, los Jueces de Distrito, los Tribunales Colegiados y la Suprema Corte.

1. Los Jueces de Distrito conocen de dicho recurso en los casos a que se refieren las fracciones II y III del artículo 95, así como cuando la queja se promueve contra actos de las autoridades responsables, en juicios de amparo indirecto, por exceso o defecto de cumplimiento de las ejecutorias que en ello se pronuncian, en primera o segunda instancias (fracción IV del artículo 95, en relación con el artículo 98, párrafo primero).

2. Los Tribunales Colegiados de Circuito conocen de la queja, cuando las autoridades responsables incurran en exceso o defecto de ejecución de las sentencias constitucionales dictadas por ellos en amparo directo, en los casos en que sea de su competencia el conocimiento de dicho tipo de juicios de garantías (artículos 95, fracs. IV y IX, Y 99, párrafo segundo, de la Ley de Amparo); así como en el supuesto de que los actos u omisiones a que se refiere la fracción VIII de dicho artículo 95, se atribuyan a las autoridades responsables en los juicios de amparo directo de que conozcan en única instancia los mencionados Tribunales Colegiados de Circuito (artículo 99, párrafo segundo). También son competentes para fallar dicho recurso cuando se interponga contra los autos del Juez de Distrito que condenan o nieguen la suspensión provisional o contra las resoluciones que este funcionario pronuncie en el incidente de daños y perjuicios a que se refiere el artículo 105, in fine, de la Ley. (Artículo 99, párrafos primero y cuarto.)

Además, se hizo procedente el recurso contra las resoluciones que se dicten en el incidente de cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo.

3. La Suprema Corte conoce de la queja contra actos de las autoridades responsables, cuando éstos traduzcan un exceso o defecto de cumplimiento de las ejecutorias que dicte en juicios de amparo directos, conforme a su competencia constitucional y legal (artículo 95, frac. IX, y 99, párrafo segundo, del ordenamiento invocado). Igualmente, es competente para conocer de la queja que se promueva contra los actos u omisiones de las autoridades responsables en dichos juicios, actos u omisiones a que se refiere la fracción VIII del artículo 95 (artículo 99, párrafo segundo). También procede contra las interlocutorias que dicta la autoridad responsable en el incidente de daños y perjuicios relacionado con las garantías y contra-garantías que se hubiesen otorgado en el incidente de suspensión concerniente a los amparos directos de que dicho alto tribunal haya conocido
.

Por el contrario, si el amparo directo fue fallado por un Tribunal Colegiado de Circuito, éste es competente para conocer del recurso de queja contra las citadas interlocutorias.

Los términos

En cuanto a los términos para la interposición del recurso de queja contra actos de las autoridades responsables, es el artículo 97 el que contiene las disposiciones concernientes.

La fracción I de dicho precepto dispone que: "En los casos de las fracciones II y III del artículo 95 de esta Ley, el recurso de queja podrá interponerse en cualquier tiempo, mientras se falle el juicio de amparo en lo principal, por resolución firme."

Cuando la queja se deduce contra actos de las autoridades responsables en amparos directos, en las hipótesis de procedencia contenidas en la fracción VIII del artículo 95 de la Ley de Amparo, el plazo para la interposición respectiva es de cinco días, contados a partir de aquel en que haya surtido sus efectos la notificación de la resolución recurrida (fracción II del arto 97).

En los casos a que aluden las fracciones IV y IX del multicitado artículo 95, el término para interponer el recurso de queja es de un año, contado desde el día siguiente al en que se notifique al quejoso el auto en que se haya mandado cumplir la sentencia, o al en que la persona extraña a quien afecte su ejecución tenga conocimiento de ésta; salvo que se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución, en que la queja podrá interponerse en cualquier tiempo" (f racción. III del arto 97).

También debe interponerse dentro del término de cinco días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se impugne, cuando ésta recaiga en el incidente de daños y perjuicios a que se refiere el artículo 105, de la Ley.

Si el auto impugnable en queja es el que dicta el Juez de Distrito concediendo o negando la suspensión provisional, el término es de veinticuatro horas (artículo 97, último párrafo).

Procedimiento

En el procedimiento para la tramitación y resolución del recurso de queja contra actos de las autoridades responsables, existe una pequeña variación entre el seguido ante los Jueces de Distrito, y el que se desarrolla ante la Suprema Corte o los Tribunales Colegiados de Circuito, variación que estriba en el término para la pronunciación de la resolución que proceda, el cual es de tres días en el primer caso y de diez en el segundo. 

El segundo párrafo del artículo 98 de la Ley de Amparo, en relación con el tercero del artículo 99 del propio ordenamiento, es el que regula el procedimiento para la substanciación y resolución del recurso de queja en general y señala:

"Dada entrada al recurso (que se interpondrá por escrito con una copia para cada una de las autoridades responsables contra quienes se promueva), se requerirá a la autoridad contra la que se haya interpuesto para que rinda informe con justificación sobre la materia de la queja, dentro del término de tres días, Transcurrido éste, con informe o sin él, se dará vista al Ministerio Público por igual término, y dentro de los tres días siguientes se dictará la resolución que proceda", disposición que, está relacionada con la contenida en el tercer párrafo del artículo 99 que dice: "La tramitación y resolución de la queja (en los casos de competencia de la Suprema Corte o de los Tribunales Colegiados de Circuito), se sujetará a lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo anterior (o sea, del 98), con la salvedad del término para que la Sala respectiva o el Tribunal Colegiado de Circuito dicten la resolución que corresponda, que será de diez días."

Por lo que concierne a la queja contra los autos del Juez de Distrito en que se conceda o niegue la suspensión provisional, dicho recurso debe interponerse ante el citado Juez dentro de las veinticuatro horas siguientes contadas a partir del día siguiente a la fecha en que surta sus efectos la notificación de tales proveídos, El recurrente debe acompañar al escrito respectivo sendas copias para las demás partes, debiendo el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda fallar dicho recurso dentro del mismo lapso, una vez que el Juez a quo le haya enviado tal escrito, lo que debe ser "de inmediato" (artículo 99, párrafo cuarto).

EL RECURSO DE RECLAMACIÓN

El recurso procede contra actos del Presidente de la Suprema Corte, de. Los presidentes de las Salas de este organismo y de los presidentes de los Tribunales Colegiados de Circuito. Así lo dispone el artículo l03 de la Ley de Amparo que dice:

"Dicho recurso se podrá interponer por cualquiera de las partes, por escrito, en el que se expresen agravios, dentro del término de tres días siguientes al en que surta sus efectos -la notificación de la resolución impugnada.

El órgano jurisdiccional que deba conocer el fondo del asunto resolverá de plano este recurso, dentro de los quince días siguientes a la interposición del mismo.

Si se estima que el recurso fue interpuesto sin motivo, se impondrá al recurrente o a su representante, o a su abogado, o a ambos, una' multa de diez a ciento veinte días de salario."

Por lo que toca a la competencia para conocer del recurso de reclamación, hay que tomar en cuenta dos situaciones, a saber: cuando los actos impugnados provengan del presidente de la Suprema Corte y cuando sean de los presidentes de las distintas Salas. En el primer supuesto, la competencia puede referirse, bien al Pleno de la Suprema Corte, o bien a cualquiera de las Salas integrantes de nuestro máximo tribunal y cuando el recurso de reclamación se promueve contra actos (acuerdos o providencias) del presidente de cualquiera de las Salas de la Suprema Corte, la competencia para conocer de él se establece en favor de éstas según el caso.

Del recurso de reclamación que procede contra. las providencias y acuerdos de los presidentes de los Tribunales Colegiados de Circuito, conocen los dos Magistrados restantes que integran e! Tribunal respectivo. 

El recurso de reclamación sólo se puede interponer por parte legítima en el asunto de que se trate y con motivo fundado. 

Por lo tanto la estructura legal del recurso de revisión y queja, se puede inferir algunas diferencias, que propiamente son extrínsecas y que, por tanto, no atañen a su sustancia jurídica. En primer lugar, la Primera discrepancia que se advierte entre el recurso de revisión y el de queja es la que concierne a la diversa índole de actos respectivamente impugnados y que se mencionan en los artículos 83 y 95 de la Ley de Amparo. En segundo lugar, ambos recursos tienen una substanciación procesal distinta, según puede observarse de la simple lectura de las normas reguladoras correspondientes. Por último, la tercera diferencia estriba en la distinta competencia de los órganos jurisdiccionales encargados de conocer de ellos, ya que por lo que se refiere al recurso de revisión, son los Tribunales Colegiados de Circuito o la Suprema Corte a los que incumbe su conocimiento, mientras que, respecto de la queja, puede conocer, según el caso, además, el Juez de Distrito que corresponda.
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